
Acta de Valores de California (SB 54-De Leon) 
 
EN RESÙMEN 
El Acta de Valores de California protegerá la seguridad y el 
bienestar de todos los Californianos al asegurar que recursos 
estatales y locales no sean usados para incrementar las 
deportaciones masivas, separar familias, o aterrorizar a nuestras 
comunidades. Esta propuesta de ley proveerá protecciones 
esenciales para asegurar que policías, escuelas, instituciones de 
salud, tribunales, y la División de Cumplimiento de Normas 
Laborales de California se mantengan accesibles a todo tipo de 
persona residente de California y que los recursos escasos de 
California sean dirigidos hacia asuntos de mayor importancia 
para los gobiernos locales y estatales. 
 
LA CUESTIÓN 
Los Inmigrantes son una Parte Esencial de California: Más 
de un cuarto de Californianos son inmigrantes y la mitad de los 
niños en California tienen un padre o madre inmigrante. Los 
inmigrantes tienen raíces profundas en nuestros vecindarios y 
comunidades. Una nivel de confianza entre los residentes 
inmigrantes de California y nuestras agencias locales y estatales, 
incluyendo la policía, escuelas, y hospitales, es esencial para 
poder llevar a cabo funciones básicas locales y estatales. 
Cualquier esfuerzo para realizar deportaciones masivas en contra 
de los residentes de California sería devastador para nuestro 
estado, y causaría consecuencias terribles para nuestras familias 
y comunidades. 
 
El Enredo entre las Agencias Policiales con el Departamento 
de Migración es Perjudicial 
California ya a experimentado los efectos dañinos del enredo 
entre las autoridades locales y el departamento de inmigración. 
Antes de su cancelación, el desacreditado programa 
“Comunidades Seguras” (S-Comm) operaba en California como 
un programa de deportaciones masivas indiscriminadas a un 
gran costo financiero y social para California. De acuerdo con un 
reporte preparado por Justice Strategies en el 2012, cuando el 
programa de Comunidades Seguras todavía estaba activo, los 
residentes contribuyentes del estado gastaban un estimado de 
$65 millones por año para detener a personas de parte de ICE (la 
migra).1 
 
Este enredo entre las autoridades locales y el departamento de 
migración también tiene un costo enorme para la seguridad 
pública. Según el Grupo de Trabajo Presidencial sobre el Orden 
Publico en el Siglo 21 establecido por Obama, “A menudo, 
inmigrantes temen acudir a oficiales de policía después de ser 
víctimas o testigos de crímenes y cuando la policía local esta 
enredada con autoridades federales de inmigración. Es 

																																																								
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
1 See Judith Greene, “The Cost of Responding to Immigration Detainers in 
California,” Justice Strategies Report, August 22, 2012. 

importante que a todo nivel gubernamental las leyes, las 
políticas, y las prácticas no dañen la capacidad de las fuerzas del  
 
 
orden locales de construir las relaciones sólidas que sean 
necesarias para la seguridad pública y el bienestar de la 
comunidad. Es la opinión de tal grupo de trabajo que, cuando sea 
posible, las agencias policiales locales y estatales no deben 
involucrarse con el departamento de inmigración.”2 Otro estudio 
realizado por la Universidad de Illinois similarmente encontró 
que el 44 por ciento de Latinos son menos probables de 
contactar a oficiales de policía si han sido víctimas de un crimen 
por miedo de que los oficiales usen esta interacción como 
oportunidad para interrogarlos sobre su estatus migratorio o el 
estatus de sus conocidos.3 
 
Los Recursos de California No Pueden Ser Apropiados Para 
Llevar Acabo Deportaciones: California no puede ser obligada 
a usar recursos estatales y locales para detener y deportar a sus 
residentes inmigrantes.4 De hecho, la ley federal explícitamente 
prohíbe esta "apropiación" de recursos estatales y locales para 
implementar programas federales.5 Esto es particularmente 
cierto donde la implementación podría interferir con la 
capacidad del estado para proteger la seguridad y el bienestar de 
nuestros residentes. 
 
LA SOLUCIÓN 
El Acta de Valores de California asegurará que los recursos 
estatales y locales no sean usados para incrementar las 
deportaciones masivas, separar familias, o propagar miedo por 
nuestras comunidades. 
 
Bajo el Acta de Valores de California: 
1. Las fuerzas del orden estatales y locales además de los 
policías escolares, y departamentos de seguridad no podrán 
participar en la aplicación de las leyes de inmigración. Ningún 
recurso local o estatal será usado para investigar, detener, 
detectar, reportar, o arrestar a personas por razones de 
inmigración. También, independientemente de si cualquier 
recurso local o estatal está implicado, ninguna autoridad local o 
estatal detendrá o transferirá a ninguna persona para ser 
deportada sin una orden judicial. 
 
2. Las escuelas, instituciones de salud, cortes, y la División de 
Cumplimiento de Normas Laborales de California seguirán 
siendo seguros y accesibles para todos los residentes de 
California, sin importar su estatus migratorio. Cada agencia 
tendrá que establecer y hacer públicas sus propias políticas que 
limiten la asistencia al departamento de migración en la mayor 
medida posible, de acuerdo con las leyes federales y estatales. 

																																																								
2 Final Report of the President’s Taskforce on 21st Century Policing (May 2016). 
3 Insecure Communities: Latino Perceptions of Police Involvement in 
Immigration Enforcement, Nik Theodore, Dep’t of Urban Planning and Policy, 
University of Illinois at Chicago (May 2013). 
4 See, e.g., Galarza v. Szalczyk, 745 F.3d 634, 644 (3d Cir. 2014) 
(“[i]mmigration officials may not compel state and local agencies to expend 
funds and resources to effectuate a federal regulatory scheme.”); see also 
Attorney General Kamala Harris, “Responsibilities of Local Law Enforcement 
Agencies Under Secure Communities,” Information Bulletin, Dec. 4, 2012 
(“[I]mmigration detainers are not compulsory. Instead, they are merely requests 
enforceable at the discretion of the agency holding the individual arrestee.”) 
5 See, e.g, Printz v. United States, 521 U.S. 898 (1997) 
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